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1. INTRODUCCIÓN
La contratación de obras o servicios y la adquisición de 

suministros o materiales conlleva en la mayoría de ocasio-
nes un proceso complejo de toma de decisiones en el que 
el criterio económico o precio supone un gran peso en la 
decisión final, pero ¿qué sucede cuando las ofertas econó-
micas son tan dispares entre sí? o ¿cómo distinguir ofertas 
demasiado arriesgadas respecto del resto de competidores? 
El sector público desarrolló para ello el concepto de ofertas 
temerarias o, como se denominan en la actualidad, ofertas 
con valores anormales o desproporcionadas. Se describe a 
continuación el proceso de determinación de ofertas eco-
nómicas con valores desproporcionados en la contratación 
pública y el beneficio de su aplicación o desarrollo en el 
sector privado.

2. LOS CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN
La contratación pública viene regulada en Europa por 

la Directiva Europea 2004/18/CE, transpuesta al derecho 
español por la Ley 30/2007, de Contratos del Sector Públi-
co (LCSP), recogiendo las diferentes modificaciones en el 
RDL 3/2011, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP).

La contratación pública se basa en unos principios de 
transparencia, igualdad y pública concurrencia, por los que 
cualquier persona física y jurídica que cumpla las condicio-
nes fijados en los pliegos de cláusulas puede participar en 
un determinado expediente de contratación.

La adjudicación de un contrato por parte de una Admi-
nistración dependerá de una serie de criterios de adjudica-
ción, que previamente habrán sido determinados y publica-
dos en el pliego de cláusulas administrativas del expediente. 
Estos criterios estarán referidos a aspectos directamente 
vinculados al objeto del contrato, es decir, que definan o que 
caractericen al proyecto objeto de licitación, y no deberán 
confundirse con los criterios de aptitud de los licitadores. 
Entre los criterios de adjudicación la normativa determina 
el precio, la calidad, el valor técnico, las características es-
téticas y funcionales, las características medioambientales, 
el coste de funcionamiento, la rentabilidad, el servicio pos-
tventa, la asistencia técnica, la fecha de entrega, el plazo de 
ejecución, etc., siendo en definitiva aquellos que permitan 
seleccionar la oferta económicamente más ventajosa.

La oferta más ventajosa atendiendo a varios criterios de 
adjudicación es el procedimiento que tradicionalmente se 
denominaba concurso, mientras que la oferta más ventajo-
sa atendiendo únicamente a un solo criterio, que debe ser 
inexcusablemente el precio, es el procedimiento que tradi-
cionalmente se ha denominado subasta. La elección de los 
criterios de valoración, su ponderación o peso, así como sus 
fórmulas o intervalos de puntuación vendrán determinados 
por el poder adjudicador, y publicados en el correspondiente 
pliego de cláusulas. 

Si se utilizan varios criterios de valoración, se dividi-
rán entre criterios evaluables mediante fórmulas y criterios 
evaluables mediante un juicio de valor. Los primeros dis-
pondrán de unas fórmulas previamente determinadas y la 
puntuación obtenida será la resultante de la aplicación de la 
fórmula correspondiente, encontrándose entre ellos aspec-
tos como el precio, el plazo de entrega, etc., mientras tanto 
la puntuación de los criterios evaluables mediante un juicio 
de valor tendrá siempre un cierto sesgo subjetivo porque de-
pendera del técnico o técnicos que realicen la valoración.

Previamente a la puntuación de las ofertas económicas 
de los licitadores de un expediente de obras, suministros o 
servicios se deberá determinar si hay ofertas con valores 
muy bajos respecto del resto de competidores, es decir se 
deberá determinar si existen ofertas anormales o despropor-
cionadas.

3. EL CONCEPTO DE OFERTA 
DESPROPORCIONADA Y SU DETERMINACIÓN

El sector público introdujo el concepto de Ofertas Anor-
males o Desproporcionadas, anteriormente Ofertas Temera-
rias, como mecanismo de defensa para descartar las ofertas 
económicas muy dispares respecto del resto de competido-
res, con el objeto de evitar problemas posteriores durante la 
ejecución del contrato, tales como precios contradictorios, 
retrasos en el suministro, calidades inferiores, etc. A pesar 
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de esto existen muchas estrategias empresariales basadas 
en conseguir la adjudicación del contrato a toda costa para 
durante la ejecución del contrato, mediante cambios o re-
clamaciones, recuperar la baja económica realizada previa-
mente. 

La normativa actual (artículo 150.2 TRLCSP), indepen-
dientemente del procedimiento de adjudicación (subasta o 
concurso), regula que si la Mesa de Contratación estima 
que una oferta pueda considerarse como desproporcionada, 
deberá requerir al licitador la justificación pertinente de la 
oferta, en base a las condiciones técnicas, organizativas o 
económicas que disponga para la correcta ejecución de la 
obra, suministro o servicio. En caso de que la Mesa de Con-
tratación considere correcta la justificación, la oferta será 
considerada válida y en caso contrario se excluirá al lici-
tador de la fase de puntuación de los restantes criterios de 
adjudicación del contrato.

La normativa española disponía en las normativas an-
teriores de fórmulas objetivas para la determinación de las 
ofertas desproporcionadas o temerarias, de aplicación tanto 
para las subastas como para el criterio precio en  los concur-
sos. En la actualidad, cada poder adjudicador puede selec-
cionar el criterio que crea más conveniente para determinar 
la desproporcionalidad de las ofertas, debiendo reflejarlo en 
el pliego de cláusulas del expediente de contratación.

Existen muchos criterios para determinar la temeridad 
de las ofertas, destacándose los siguientes grupos:
 •  Grupo A. Criterios de desproporcionalidad basados en 

una Baja de Referencia más un diferencial, eliminan-
do previamente del cálculo de la baja de referencia 
aquellas ofertas que presenten una desviación respec-
to de la baja media mayor a la desviación típica de 
todas las bajas. En este grupo también se incluyen los 
criterios que trabajan de igual modo pero con las ofer-
tas económicas en lugar de con las bajas.

El cálculo de la Baja de Referencia se realiza mediante 
la expresión (1) con las bajas que cumplan la condición ex-
presada en (2).

 (1)       (2) 

donde la desviación típica y la media de las ofertas se 
calcula de acuerdo a las expresiones:

(3)  (4)

Donde:
- BM es la baja media de las ofertas presentadas, expre-
sada en %.

- BO
j
 es la baja de la oferta j, expresada en %.

- BO
h
 es la baja de la oferta j que satisface la condición 

(2), expresada en %.
- BR es la baja de referencia, expresada en %
- BR + X, es la baja límite, a partir de la cual se conside-
ran las bajas desproporcionadas, expresada en %

- n es el número de empresas licitadoras
- n’ es el número de empresas licitadoras que satisfacen 
la condición (2)

- σ es la desviación típica
- X es un diferencial seleccionado por el poder adjudica-
dor, expresado en %

 •  Grupo B. Criterios de desproporcionalidad que apli-
can los supuestos del artículo 85 del Reglamento de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
(LCAP), normativa derogada por la LCSP, o en mo-
dificaciones de los porcentajes o diferenciales de los 
supuestos del artículo 85 del Reglamento de la LCAP. 
Los supuestos indicados son:

1.  Cuando, concurriendo un solo licitador, sea inferior 
al presupuesto base de licitación en más de 25 unida-
des porcentuales.

2.  Cuando concurran dos licitadores, la que sea inferior 
en más de 20 unidades porcentuales a la otra oferta. 

3.  Cuando concurran tres licitadores, las que sean infe-
riores en más de 10 unidades porcentuales a la media 
aritmética de las ofertas presentadas. No obstante, 
se excluirá para el cómputo de dicha media la oferta 
de cuantía más elevada cuando sea superior en más 
de 10 unidades porcentuales a dicha media. En cual-
quier caso, se considerará desproporcionada la baja 
superior a 25 unidades porcentuales.

4.  Cuando concurran cuatro o más licitadores, las que 
sean inferiores en más de 10 unidades porcentuales 
a la media aritmética de las ofertas presentadas. No 
obstante, si entre ellas existen ofertas que sean supe-
riores a dicha media en más de 10 unidades porcen-
tuales, se procederá al cálculo de una nueva media 
sólo con las ofertas que no se encuentren en el su-
puesto indicado. 

En todo caso, si el número de las restantes ofertas es 
inferior a tres, la nueva media se calculará sobre las tres 
ofertas de menor cuantía.
 •  Grupo C. Criterios que determinan la desproporciona-

lidad cuando la baja de las ofertas es superior a la baja 
media de las ofertas presentadas más un diferencial. 
El diferencial usualmente está entre 5 y 10 unidades 
porcentuales, aunque en ocasiones se utiliza como di-
ferencial la desviación típica de las bajas presentadas 
y en algún procedimiento el valor del diferencial ha 
alcanzado las 20 unidades porcentuales.
 •  Grupo D. Criterios donde la desproporcionalidad se 

produce cuando las ofertas son inferiores a la media 
de las ofertas presentadas menos un diferencial. El di-
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ferencial usualmente está entre un 5 y un 10% de la 
media de las ofertas, aunque en ocasiones se utiliza 
como diferencial la desviación típica de las ofertas 
presentadas y en algún procedimiento el valor del di-
ferencial ha alcanzado el 20%.
 •  Grupo E. La desproporcionalidad se determina me-

diante un porcentaje respecto del precio de licitación. 
Los porcentajes son variados, desde un 10% hasta un 
25% respecto del precio de licitación.

Los criterios más utilizados en la contratación pública 
son los del grupo C, es decir aquellos que la desproporciona-
lidad se determina cuando la baja de las ofertas es superior a 
la baja media de las ofertas presentadas más un diferencial, 
y los del grupo B, es decir los supuestos contemplados o 
modificados del artículo 85 del Reglamento de la LCAP.

4. APLICACIÓN EN EL SECTOR PRIVADO
El concepto de baja desproporcionada es difícil de en-

tender en el sector privado porque cualquier empresa con-
tratante consideraría que el problema de una oferta muy baja 

es del oferente, y no permitiría actuaciones de la empresa 
contratada como precios contradictorios, retrasos en la eje-
cución, menores calidades de los materiales y situaciones 
similares.

En el sector privado para la selección de un contratista 
o suministrador se recurren en muchas ocasiones a técni-
cas de decisión multicriterio, tales como Analytic Hierar-
chy Process (AHP), Analytic Network Process (ANP), Data 
Envelopment Analysis (DEA), redes neuronales o técnicas 
difusas, donde básicamente se les otorga un peso a cada uno 
de los criterios de decisión y mediante la herramienta co-
rrespondiente se llega a la elección de la empresa licitado-
ra más óptima. A pesar de todo, la aplicación previa de los 
criterios de desproporcionalidad o temeridad  sería un buen 
modo para descartar ofertas económicas excesivamente 
arriesgadas que difuminen con su diferencia de puntuación 
en el criterio económico respecto del resto de competidores, 
otros factores de decisión, que pueden llegar a ser tan o más 
importantes que el precio.

La utilización de criterios de desproporcionalidad en el 
sector privado como los planteados en el grupo A, bien sea 
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trabajando con el porcentaje de baja o con la oferta econó-
mica, basados en la media de las ofertas y en la disparidad 
de las ofertas mediante el cálculo de la desviación típica, 
permiten caracterizar la muestra y determinar la situación 
de las empresas oferentes respecto al precio de licitación 
y al resto de competidores. La determinación del precio o 
baja de referencia, junto con el diferencial pertinente, por 
un lado establece matemáticamente una distancia respecto 
del centro de gravedad de todas las ofertas presentadas y por 
otro lado podría permitir detectar comportamientos empre-
sariales anómalos, como ofertas que denoten necesidades 
de las empresas participantes, posibles estrategias conjuntas 
entre varios licitadores o incluso que las empresas oferentes 
hayan detectado errores o nuevas necesidades en los pro-
yectos, suministros o servicios, y que lo reflejen con ofertas 
más arriesgadas.

5. CONCLUSIONES
La determinación de ofertas con valores desproporcio-

nados o temerarios se hace necesaria tanto en el sector pú-
blico como en el sector privado para identificar ofertas que 
pongan en riesgo la viabilidad del proyecto, independien-
temente de la forma de adjudicación o del tipo de contrato.

La selección del criterio de desproporcionalidad se de-
berá realizar teniendo en cuenta el tipo de obra, el importe 
de licitación y de alguna manera, intentado estimar o prever 
el orden de magnitud del número de participantes.

La utilización de criterios más o menos exigentes influi-
rán en las cuantías económicas de las ofertas, de manera 
que criterios de desproporcionalidad más exigentes genera-
rán ofertas menos sustanciales con menor probabilidad de 
riesgos durante la construcción (contradictorios, retrasos, 
etc.) y criterios de desproporcionalidad menos exigentes 
generarán ofertas más jugosas para los promotores pero se 

podría poner en riesgo la capacidad del contratista o el buen 
desarrollo del proyecto. 

Finalmente señalar que la utilización de criterios eng-
lobados dentro del grupo E, fórmulas que fijan el límite de 
desproporcionalidad en función de un porcentaje respecto el 
precio de licitación, no son operativas porque la consecuen-
cia práctica es que el promotor parece fijar el precio por el 
cual desea que se realice el proyecto y elimina el peso del 
criterio precio como criterio de adjudicación, acaparando 
mayor peso en la decisión final otros criterios más subje-
tivos.
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